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1. INTRODUCCIÓN 

Los denominados precios de transferencia constituyen desde hace años una de 
las áreas más conflictivas de la fiscalidad internacional, dado el riesgo para las 
Administraciones tributarias de erosión de bases imponibles y de deslocalización 
de beneficios que entraña la fijación de una valoración de las operaciones entre 
partes vinculadas que difiera de la que habrían aplicado partes independientes. 

La creciente internacionalización de los grupos empresariales ha incrementado 
la relevancia de esta materia y la mayor integración de las cadenas de valor 
dentro de los grupos multinacionales la ha hecho aún más compleja. 

Las Administraciones tributarias dedican cada vez más recursos a comprobar la 
correcta aplicación de los precios de transferencia. Los grupos multinacionales 
desean que los conflictos que, en su caso, se produzcan, se resuelvan de la 
forma más ágil posible y con eliminación de la doble imposición y, lo que sería 
aún más deseable, pretenden evitar dichos conflictos aplicando soluciones que 
les aporten seguridad jurídica para el futuro. 

Aunque los precios de transferencia han cobrado en los últimos años mucho 
protagonismo dentro de los planes de control de las Administraciones tributarias, 
no son una materia novedosa a nivel internacional.  En 1935 los Estados Unidos 
introdujeron por primera vez en su código fiscal una disposición para evitar la 
manipulación de precios entre partes vinculadas, la Sección 45 del Código 
tributario “Internal Revenue Act” de 1928. En 1954, se actualizó el código 
tributario y la Sección 45 se trasladó a la Sección 482. La normativa detallada 
sobre precios de transferencia data de 1968. Ello supuso la introducción formal 
del principio de libre competencia y los métodos específicos de valoración.  
  



2. EL PRINCIPIO DE LIBRE COMPETENCIA 
2.1. CONCEPTO 

El principio de libre competencia se encuentra recogido en el artículo 9.1 del 
Modelo Convenio de la OCDE (en adelante, MC OCDE). Dicho precepto se 
reproduce en el Modelo de la ONU. 

“1. Cuando una empresa de un Estado contratante participe directa o 
indirectamente en la dirección, el control o el capital de una empresa de 
otro Estado contratante, o unas mismas personas participen directa o 
indirectamente en la dirección, el control o el capital de una empresa de 
otro Estado contratante, y, en uno y otro caso, las dos empresas estén, 
en sus relaciones comerciales o financieras, unidas por condiciones 
aceptadas o impuestas que difieran de las que sería acordadas por 
empresas independientes, los beneficios que habrían sido obtenidos por 
una de las empresas de no existir dichas condiciones, y que de hecho no 
se han realizado a causa de las mismas, podrán incluirse en los beneficios 
de esa empresa y someterse a imposición en consecuencia”. 

El artículo 9 del MC OCDE se diferencia de otros artículos del MC OCDE en que 
no contiene reglas para la distribución de las potestades entre el Estado de 
residencia y el Estado de la fuente para gravar los distintos tipos de rentas. Dicho 
artículo establece la facultad de un Estado de realizar un ajuste para regularizar 
un beneficio superior al declarado, con el fin de restablecer las condiciones que 
se hubieran pactado entre empresas independientes. Además, dicho artículo 
aplica a cualquier tipo de renta: rentas empresariales, rentas inmobiliarias, 
dividendos, intereses, cánones, ganancias de capital, etc. 

El principio de libre competencia es la norma internacional adecuada para valorar 
las transacciones entre personas o entidades vinculadas. Según este principio, 
dicha valoración debería ser la que se habría acordado por personas o entidades 
independientes en operaciones comparables y en condiciones de mercado 
igualmente comparables. 

En la normativa española, la Ley del impuesto sobre sociedades se refiere al 
principio de libre competencia en su artículo 18.1 cuando se indica que “Se 
entenderá por valor de mercado aquel que se habría acordado por personas o 
entidades independientes en condiciones que respeten el principio de libre 
competencia”. 

La aplicación del principio de libre competencia no debe asociarse a supuestos 
de elusión fiscal o de manipulación de beneficios. Como indica el apartado 1.2 
de las Directrices de precios de transferencia de la OCDE “Las Administraciones 
tributarias no deberían considerar automáticamente que las empresas asociadas 
pretenden manipular sus beneficios. Pueden existir dificultades reales en la 
determinación exacta del valor normal de mercado ante la ausencia de fuerzas 
de mercado o por razón de la adopción de una estrategia comercial concreta 
(…). El análisis de los precios de transferencia debe desvincularse claramente 
de la consideración de los problemas del fraude o de la elusión fiscal (…)”. 

2.2.  ANTECEDENTES 

El principio de libre competencia nace en los trabajos de la Sociedad de 
Naciones en el periodo de entreguerras. El principio trataba de evitar el traslado 
de bases imponibles al extranjero mediante la sobre o infra facturación de las 



operaciones realizadas con entidades vinculadas en el extranjero. Lo que 
subyacía era mantener un tratamiento neutral de los contribuyentes vinculados 
frente a los contribuyentes no vinculados. Pero para que dicho tratamiento fuera 
neutral era necesario que se eliminara la doble imposición causada por el ajuste 
primario. Este fue el origen del segundo apartado del artículo 9 que prevé 
precisamente el ajuste correlativo y que se incorporó al MC OCDE en 1977. Por 
ello, los convenios firmados por España en base al Proyecto de 1963 no incluyen 
el apartado 2 del artículo 9. 

La OCDE ha analizado desde hace años en su grupo de trabajo nº6 la 
problemática de los precios de transferencia y ha emitido varios informes. El 
primero fue el Informe de la OCDE «Precios de Transferencia y Empresas 
Multinacionales» (1979)1. Dicho informe fue la respuesta internacional a la 
regulación detallada de 1968 de Estados Unidos.  

Las Directrices de la OCDE aplicables en materia de precios de transferencia 
a empresas multinacionales y administraciones tributarias se publicaron en 1995 
y constituyen la revisión del citado informe de 1979.  

Desde su primera versión en 1995, estas Directrices han sido revisadas en 
numerosas ocasiones. En 1996, se incorporaron sus capítulos VI y VII sobre 
intangibles y servicios intragrupo2; en 1997, su capítulo VIII sobre acuerdos de 
reparto de costes3; en 2010, su capítulo IX sobre restructuraciones de 
empresas4; en 2020, su capítulo X sobre operaciones financieras5.  

Además, se han incluido diversos anexos6 y se han modificado sus capítulos en 
diversas ocasiones7 siendo la más relevante la derivada de las Acciones 8, 9 y 

 
1 OECD (1979), Transfer Pricing and Multinational Enterprises, OECD Publishing, 
Paris, https://doi.org/10.1787/9789264167773-en. 
2 Informe sobre derechos intangibles y servicios, aprobado por el Comité de Asuntos Fiscales el 
23 de enero de 1996 [DAFFE/CFA(96)2], adoptado por el Consejo el 11 de abril 1996 [C(96)46], incorporado 
en los capítulos VI y VII. 
3 Informe sobre los acuerdos de reparto de costes aprobado por el comité de Asuntos Fiscales el 25 de junio 
de 1997 [DAFFE/CFA(97)27], adoptado por el Consejo el 24 de julio de 1997 [C(97)144], incorporado en el 
capítulo VIII. 
4 Informe sobre cuestiones de precios de transferencia en la reestructuración de empresas, aprobado por 
el Comité de Asuntos Fiscales el 22 de junio de 2010 [CTPA/CFA(2010)46] y aprobado por el Consejo el 22 
de julio de 2010 [Anexo I al documento C(2010)99], incorporado al capítulo IX. 
5 Informe sobre cuestiones de precios de transferencia en las operaciones financieras, aprobado por el 
Comité de Asuntos Fiscales el 20 de enero de 2020 [CTPA/CFA/NOE2(2019)75], incorporado en la sección 
D.1.2.2 del capítulo I y en el capítulo X. 
6 Informe sobre las líneas rectoras de los procedimientos de seguimiento de la aplicación de las Directrices 
de la OCDE en materia de precios de transferencia y la implicación del mundo empresarial 
[DAFFE/CFA/WD(97)11/REV1], aprobado por el Comité de Asuntos Fiscales el 24 de junio de 1997, 
adoptado por el Consejo el 23 de octubre de 1997 [C(97)196], incorporado en los anexos. 
Informe sobre los principios para la conclusión de acuerdos previos en materia de precios de transferencia 
en el marco de procedimientos amistosos, aprobado por el Comité de Asuntos Fiscales el 30 de junio de 
1999 [DAFFE/CFA(99)31], adoptado por el Consejo el 28 de octubre de 1999 [C(99)138], incorporado en 
los anexos. 
Informe que contiene las pautas dirigidas a las administraciones tributarias sobre la aplicación del enfoque 
para los activos intangibles de difícil valoración, aprobado por el Comité de Asuntos Fiscales el 4 de junio 
de 2018 [CTPA/NOE2(2018)25], incorporado en los anexos. 
7 Actualización del capítulo IV, aprobada por el Comité de Asuntos Fiscales el 6 de junio de 2008 
[CTPA/CFA(2008)30/REV1] y las actualizaciones del prefacio y el prólogo aprobadas por el Comité de 
Asuntos Fiscales el 22 de junio de 2009 [CTPA/CFA(2009)51/REV1] y por el Consejo el 16 de julio de 2009 
[C(2009)88]; Revisión de los capítulos I a III aprobada por el Comité de Asuntos Fiscales el 22 de junio de 
2010 [CTPA/CFA(2010)55] y por el Consejo el 22 de julio de 2010 [Anexo I al documento 
C(2010)99].Actualización del prefacio, prólogo, glosario, de los capítulos IV a VIII y de los anexos, aprobada 
por el Comité de Asuntos Fiscales el 22 de junio de 2010 [CTPA/CFA(2010)47], y por el Consejo el 22 de 

https://checkpoint.url-protection.com/v1/r02/url?o=https%3A//doi.org/10.1787/9789264167773-en&g=Mjc4NGFmMTUxYjczMjExMQ==&h=ZTZkYmZmMzE2YzFkNGU4NmZjYmMyM2VlZTI5Yzk2OTBmODU2YTllNDQzZDdhYjFkYjg3MDYyMzNjOTY5NmQ2ZQ==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzpkOGRjZmFkN2I3NGE4Y2NhZmVkMWE2N2M3YTFmODFkZjo3OnA6Rg==


10 del Plan BEPS “Garantizar que los resultados de los precios de transferencia 
estén en línea con la creación de valor” y la Acción 13 de BEPS “Documentación 
sobre precios de transferencia e informe por país”, llevada a cabo en 20158. 

En total, cuatro versiones de las Directrices: la primera edición en 1995, la 
revisión parcial en 2010, la edición consolidada BEPS en 2017 y la versión más 
reciente en 2022. 
 
3. NORMAS Y DIRECTRICES INTERNACIONALES 

3.1.  OCDE 

Los convenios suscritos por España siguen mayoritariamente el Modelo 
Convenio de la OCDE. No obstante, como se indicó anteriormente, el artículo 9.1 
tiene una redacción idéntica en el MC OCDE y en el Modelo Convenio de la 
ONU. 

El artículo 9.1 del correspondiente convenio tendrá que ser interpretado 
conforme a los comentarios a dicho artículo del MC OCDE. Las Directrices de la 
OCDE en materia de precios de transferencia constituyen una proyección de 
dichos comentarios y, por tanto, tienen el mismo valor. El comentario 1 al artículo 
9 establece, en referencia a las Directrices, “Dicho informe describe los principios 
internacionalmente aceptados y ofrece directrices para la aplicación del principio 
de plena competencia, cuya enunciación autorizada recoge este artículo”. 

La OCDE mantiene que “Si bien los Comentarios no están diseñados para 
incluirse como anexos a los convenios firmados por los países miembros que, a 
diferencia del Modelo, son instrumentos jurídicos vinculantes de carácter 
internacional, pueden, no obstante, ser de gran ayuda en la aplicación e 
interpretación de los convenios y, en particular, en la resolución de 
controversias”9. Es lo que los anglosajones denominan “soft law”, en el sentido 
de que no poseen fuerza normativa propia, pero tienen una vocación de producir 
efectos en los ordenamientos de los distintos Estados.  

La OCDE matiza el alcance10 indicando “No hace falta decir que las 
modificaciones de los artículos del Modelo de Convenio y los cambios en los 
Comentarios que resultan de dichas modificaciones serán irrelevantes para 
interpretar o aplicar convenios concluidos con anterioridad cuando las 

 
julio de 2010 [Anexo I al documento C(2010)99]. Revisión de la sección E sobre Regímenes de protección 
en el capítulo IV, y la inclusión de un nuevo anexo a este capítulo que incluye tres ejemplos de Memorando 
de entendimiento para establecer regímenes de protección bilaterales, aprobada por el Comité de Asuntos 
Fiscales el 26 de abril de 2013 [CTPA/CFA(2013)23] y por el Consejo el 16 de mayo de 2013 [C(2013)69]. 
Revisión del capítulo IX aprobada por el Comité de Asuntos Fiscales el 31 de diciembre de 2016 
[CTPA/CFA/NOE2(2016)76] y por el Consejo el 3 de abril de 2017 [C(2017)37]. Actualización del Prefacio, 
el Prólogo, el Glosario, de los capítulos I a IV y de los anexos, aprobada por el Comité de Asuntos fiscales 
el 19 de mayo de 2017 [CTPA/CFA/NOE2(2017)21].  
Revisión de la sección C relativa al método de la distribución del resultado de la parte III del capítulo II y de 
los anexos, aprobada por el Comité de Asuntos Fiscales el 4 de junio de 2018 [CTPA/CFA/NOE2(2018)24].  
Actualización del Prefacio, el Prólogo, el Glosario, de los capítulos I a IX y de los anexos, aprobada por el 
Comité de Asuntos Fiscales el 7 de enero de 2022 [CTPA/CFA/NOE2021)52]. 
8 Revisión de los capítulos I, II, V a VIII con la incorporación del Informe sobre las Acciones 8 a 10 del 
Proyecto sobre la Erosión de las Bases Imponibles y el Traslado de Beneficios (BEPS) “Garantizar que los 
resultados de los precios de transferencia estén en línea con la creación de valor” y el Informe sobre la 
Acción 13 de BEPS “Documentación sobre precios de transferencia e informe por país”, aprobado por el 
Consejo el 1 de octubre de 2015 [C(2015)125/ADD8 y C(2015)125/ADD11]. 
9 Párrafo 29 de la Introducción de los Comentarios al MC OCDE. 
10 Párrafo 35 de la Introducción de los Comentarios al MC OCDE. 
 



disposiciones de aquellos difieran sustancialmente de los artículos revisados 
(véase, por ejemplo, el párrafo 4 de los Comentarios al artículo 5). Sin embargo, 
otros cambios o adiciones a los Comentarios serán normalmente pertinentes 
para la interpretación y aplicación de los convenios concluidos antes de su 
adopción, ya que responden al consenso de los países miembros de la OCDE 
en cuanto a la interpretación correcta de las disposiciones existentes y su 
aplicación a determinados supuestos”. 

El Tribunal Supremo español no considera los comentarios al MC OCDE como 
normas jurídicas sino como guías para la interpretación de los convenios para 
evitar la doble imposición.  

Dicho Tribunal también ha revisado su posición sobre la interpretación dinámica 
o ambulatoria como consecuencia de la actualización de los comentarios del MC 
OCDE. En alguna clásica sentencia asumió dicha interpretación dinámica11 que 
posteriormente ha ido matizando12. Hasta la fecha, en la sentencia de 8 de junio 
de 2023 (“Global Noray”13) el Tribunal Supremo indica que abandona la doctrina 
jurisprudencial que se recoge en la sentencia de este Tribunal de 4 de abril de 
2012, rec.. cas. 3312/2008 y posteriores, y la recogida en la sentencia de 3 de 

 
11 El Tribunal Supremo asumió la interpretación dinámica de los convenios en su sentencia de 11 de junio 
de 2008 (rec. núm. 7710/2002) relativa a la aplicación del artículo 18 (rentas de artistas y deportistas) del 
convenio hispano-holandés que no incluía el apartado 2 (incorporado al artículo 17 del MC OCDE en 1992) 
por tratarse de un convenio de 1971. Dicho apartado 2 se refiere a la posibilidad de tributación en fuente de 
las rentas artísticas y deportivas obtenidas por entidades (Rent-a-Star Company). El Tribunal Supremo 
considera que el artículo 18 debe ser interpretado a la luz de los comentarios del Comité Fiscal de la OCDE, 
en relación con el Modelo de Convenio vigente en la actualidad. El Alto Tribunal entiende que una 
interpretación no forzada del artículo a la luz de los comentarios del Modelo Convenio de 1992 permite 
concluir que del citado precepto se desprende el principio fundamental de que España posee soberanía 
fiscal para hacer tributar las rentas derivadas de actuaciones artísticas realizadas en su territorio.  
En el mismo sentido, la sentencia del Tribunal Supremo de 13 de abril de 2011 (rec. núm. 456/2006) que 
hace referencia también a que ni España ni Holanda manifestaron ninguna reserva u oposición ni al 
Preámbulo ni al texto de los comentarios al artículo 17 del MC OCDE, como así deberían haberlo hecho 
constar si su posición fuera diferente de la que se desprende de estos Comentarios y como así se ha hecho 
respecto de otros artículos del Modelo Convenio. 
12 Sentencia del Tribunal Supremo de 3 de marzo de 2020 (rec. núm. 5448/2018 “Stryker”) que abordó el 
supuesto de una sucursal suiza de una empresa española y la calificación de la misma como un 
establecimiento permanente según el convenio hispano-suizo de 1966. El Tribunal Supremo rechazó la 
definición más amplia de establecimiento permanente, basada en versiones del MC OCDE posteriores y de 
sus comentarios, que había sido confirmada por la Audiencia Nacional. El Tribunal Supremo estimó que no 
se puede aplicar retroactivamente una definición más amplia del concepto de establecimiento permanente 
que no fue acordada por los Estados firmantes en el convenio aplicable y que la interpretación dinámica no 
puede modificar unilateralmente el alcance del convenio ya que ello contravendría el principio de legalidad 
y podría generar doble imposición, contraria al objetivo de los convenios.  
En el mismo sentido, la Sentencia del Tribunal Supremo de 23 de septiembre de 2020 ¨Colgate¨ respecto a 
la aplicación de la cláusula de beneficiario efectivo en el convenio hispano-suizo de 1966 en el artículo 12 
relativo a los cánones. Dicho artículo no incluye dicha cláusula. La Audiencia Nacional confirmó el criterio 
administrativo que no aplicaba el límite del 5% previsto en el convenio sino el tipo general del Impuesto 
sobre la Renta de No Residentes más elevado. El Tribunal Supremo anuló la sentencia de la Audiencia 
Nacional considerando que la aplicación de la figura del beneficiario efectivo no estaba contemplada en el 
artículo 12 del convenio hispano-suizo, dado que dicho concepto fue incorporado en modificaciones 
posteriores del convenio, pero no en relación con los cánones. El Tribunal Supremo indicó que los 
comentarios al MC OCDE, aunque útiles para la interpretación de los convenios, no son vinculantes en el 
ordenamiento jurídico español y no pueden utilizarse para modificar el sentido literal de los tratados 
internacionales.  
13 R. Casación núm: 6528/2001. “A la vista de la jurisprudencia sentada por el TJUE representada por las 
tres sentencias que se han comentado, debe llevarnos a abandonar la doctrina jurisprudencial que se 
recoge en la sentencia de este Tribunal de 4 de abril de 2012, rec. cas. 3312/2008 y posteriores, y la 
recogida en la sentencia de 3 de marzo de 2020, rec. cas. 5448/2018 y posteriores, al deber de ajustar e 
interpretar la cláusula antiabuso recogida en el citado art. 14.1.h) -modificado- conforme a las 
consideraciones que han quedado reflejadas en el cuerpo de la sentencia, y, en consecuencia, procede fijar 
como doctrina que la carga de la prueba del abuso corresponde a la Administración Tributaria”.  



marzo de 2020, rec. cas. 5448/2018 y posteriores. De hecho, el Tribunal 
Supremo, en la página 25 de la sentencia, establece “En la línea, dos apuntes 
resultan interesantes recalcar, uno, en contraposición con la postura mantenida 
por este Tribunal Supremo, el reconocimiento explícito de que son relevantes y 
aplicables los principios de la OCDE, y otro, que la definición de beneficiario 
efectivo no puede cogerse del derecho nacional, dado su diverso alcance, 
debiéndose tener en cuenta la evolución del mismo al momento en que debe 
aplicarse conforme a una interpretación dinámica, y atendiendo a los futuros 
cambios en los Comentarios del Modelo de Convenio de la OCDE”. 

El Tribunal Supremo se refiere también al valor de las Directrices de la OCDE en 
materia de precios de transferencia en su sentencia de 6 de febrero de 2008 (rec. 
núm. 5856/2002)14. En su sentencia de 21 de febrero de 2017 (rec. num. 
2970/2015) aclara que las Directrices de la OCDE no poseen la naturaleza 
normativa de los convenios internacionales y no son fuentes del Derecho ni 
invocables en casación15. En su sentencia de 2 de marzo de 2017 (rec. num. 
1029/2016) reitera que no es posible “fundamentar un motivo casacional en la 
infracción de las mencionadas Directrices de la OCDE, dada la ausencia de valor 
normativo, es decir como fuente jurídica vinculante para los tribunales de justicia” 
e indica que las Directrices de la OCDE “entrañan un mandato dirigido a la 
Administración tributaria que, en el seno de las actuaciones de comprobación -
así lo dice expresamente la ley- debe atemperarse a los criterios técnicos y 
pautas orientadoras que en aquellas se recogen”, si bien “no comprometen a los 
tribunales de justicia a la hora de resolver los procesos judiciales de que sean 
competentes, a valorar las pruebas procesales con plena supeditación a tales 
Directrices, que no condicionan ni matizan sus facultades de libre apreciación de 
la prueba”.  

En la reciente sentencia de 15 de julio de 2025 (rec. num. 4729/2023), el Tribunal 
Supremo admite la interpretación dinámica de las Directrices “Este Sistema debe 
analizarse teniendo muy presente el derecho europeo, debiendo realizarse una 
interpretación dinámica, que ambas partes, en esta instancia han utilizado 
también. Lo relevante son los hechos que configuran el concreto cash pooling, 
pero eso sí, sin que pueda, en casación discutirse la valoración de la prueba 
realizada en la instancia (…) Esto es, seguiremos las directrices de Precios de 
Transferencia de la OCDE, en su versión de 2022”. 

En conclusión, parece que el resultado práctico de las sentencias del Tribunal 
Supremo es que las disputas sobre la base de las Directrices de la OCDE se 
dilucidarán en los tribunales sin posibilidad de recurso de casación. En todo caso, 
es necesario también tener en cuenta que la admisión de un procedimiento 
amistoso supone, con carácter general, desde octubre de 2015, la suspensión 
del procedimiento económico-administrativo o contencioso-administrativo que se 
estuviera tramitando, por lo que, en la mayoría de los casos, los conflictos en 

 
14 El TS se refiere a los criterios plasmados en el Modelo Convenio de la OCDE (modificado en septiembre 
de 1992, y que se remite al Informe de 1979). 
15 “Menos aún, los métodos de valoración a precio de mercado que en tales recomendaciones o reglas se 
prevén y definen no pueden ser impuestos en el empleo de las potestades tributarias si no han sido 
asumidos por los Estados, en ejercicio de su soberanía, bien por disposición normativa interna o por 
convenio internacional. Tampoco pueden operar como métodos subsidiarios de último grado en defecto de 
los legalmente aplicables ratione temporis en cada caso, pues al margen de todo otro efecto, tal conclusión 
supondría aceptar la existencia de una laguna normativa allí donde no la hay”. 



materia de precios de transferencia se están resolviendo entre autoridades 
competentes y no en los tribunales.  

3.2. UNIÓN EUROPEA 

El antecedente más reciente de los trabajos de la Unión Europea en materia de 
precios de transferencia se encuentra en la propuesta de la Directiva presentada 
en septiembre de 2023 por la Comisión Europea dentro del paquete BEFIT16 
(“Business in Europe: Framework for Income Taxation”). No obstante, los debates 
en el seno del Consejo durante 2024 y 2025 han mostrado el poco “apetito” de 
los Estados miembros por una solución “hard law”. Los Estados miembros han 
propuesto, de forma alternativa, volver a un foro para discutir cuestiones de 
índole práctica que afectan a la interpretación y aplicación de los precios de 
transferencia.  

Este foro no es algo novedoso, sino que ya en 2002 se constituyó el Foro 
Conjunto de Precios de Transferencia y estuvo operativo hasta 2019.  

La Comisión Europea recomendó, en su Comunicación de 23 de octubre de 
2001, el establecimiento de un Foro Conjunto de Precios de Transferencia 
(JTPF) en la Unión Europea integrado por un representante de cada uno de los 
Estados miembros como por representantes del sector empresarial. 
Posteriormente, también se incorporaron representantes de organizaciones no 
gubernamentales. 

El JTPF funcionaba en el marco de las Directrices de precios de transferencia de 
la OCDE y sobre la base del consenso para proponer a la Comisión Europea 
soluciones pragmáticas y no legislativas a problemas prácticos planteados en 
materia de precios de transferencia en la UE.  

El JTPF elaboró interesantes documentos que han sido de gran utilidad en la 
práctica para contribuyentes y Administraciones tributarias, algunos de los cuales 
fueron aprobados por el Consejo ECOFIN. Ejemplos de ello son el relativo de los 
servicios de bajo valor añadido17 y el informe sobre el uso de comparables en la 
UE18. 
 
4. NORMAS DOMÉSTICAS 

Como se ha indicado, el principio de libre competencia se recoge en el artículo 
9.1 de los convenios firmados por España que, como tratados internacionales, 
forman parte del ordenamiento jurídico español, como indica el artículo 96 de la 
Constitución española. 

El principio de libre competencia también se recoge en el actual artículo 18 de la 
Ley 27/2014 de 27 de noviembre del Impuesto sobre Sociedades. El Reglamento 
del impuesto sobre sociedades, aprobado por Real Decreto 634/2015, de 10 de 
julio, desarrolla en sus artículos 13 a 36 el régimen de operaciones vinculadas. 

En el Preámbulo de la Ley se recuerda que el régimen de las operaciones 
vinculadas fue objeto de una profunda modificación con ocasión de la Ley 
36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal, y 
que tuvo como elemento esencial la introducción de unas obligaciones de 

 
16 COM(2023) 529 final 2023/0322 (CNS) 
17 COM(2011) 16 final 
18 DOC: JTPF/007/2016/FINAL/EN 



documentación específicas exigibles a las operaciones vinculadas. También se 
destaca que el tratamiento fiscal de las operaciones vinculadas constituye un 
elemento trascendental internacionalmente, al cual se dedican específicamente 
tanto la Unión Europea como la OCDE. En este sentido, debe tenerse en cuenta 
que la interpretación del precepto que regula estas operaciones debe realizarse, 
precisamente, en concordancia con las Directrices de Precios de Transferencia 
de la OCDE y con las recomendaciones del Foro Conjunto de Precios de 
Transferencia de la UE, en la medida en que no contradigan lo expresamente 
señalado en dicho precepto, o en su normativa de desarrollo. 

4.1. NORMATIVA ANTERIOR A LA REFORMA DE LA LEY 36/2006 

4.1.1. Antecedentes remotos 

Los antecedentes más remotos en España relativos a las operaciones 
vinculadas datan de 1922 y se encuentran en la Tarifa III de la Contribución sobre 
Utilidades de la Riqueza Mobiliaria que negaba la deducción de los intereses y 
otros gastos que pagaban las filiales a las matrices extranjeras.  

La Ley 41/1964, de 11 de junio, de Reforma del sistema tributario permitió deducir 
ciertos pagos a las matrices extranjeras, siempre que fuesen obligatorios y su 
cuantía no pudiese considerarse anormal según los usos y costumbre 
comerciales, pero no se incorporaban ajustes por precios de transferencia.  

El Real Decreto 3359/1967, de 23 de diciembre, por el que se aprobó el texto 
refundido de la Ley del Impuesto general sobre la Renta de Sociedades 
establecía la no deducibilidad de determinados gastos y pagos a matrices 
extranjeras, por ser considerados como una forma de transferencia de beneficios 
fuera de España, por lo que tampoco se trataba como precios de transferencia.   

4.1.2. Ley 61/1978 

Como antecedentes más recientes, la Ley 61/1978, de 27 de diciembre, del 
Impuesto sobre Sociedades incluía en su artículo 16 unas normas de valoración 
de ingresos y gastos, estableciendo, en su apartado 3, una regla de valoración 
a precios de mercado cuando se tratase de operaciones entre partes vinculadas 
sea con residentes o no residentes19.  

Por tanto, los ajustes por precios de transferencia debían realizarse, incluso 
aunque no existiese perjuicio económico para la Hacienda Pública y ambas 
partes vinculadas fueran residentes.  

Sin embargo, no recogía explícitamente ningún método de valoración, aunque 
aparecían recogidos en el Informe de la OCDE, es cierto que éste se publicó en 
1979.   

La Ley 61/1978 consagró el principio de ajuste unilateral de las operaciones entre 
sociedades vinculadas. Aunque, posteriormente, la Resolución de 10 de 
septiembre de 1986 del TEAC interpretó que los ajustes derivados de las normas 
de valoración del articulo 16 debían tener carácter bilateral. Tras las 
modificaciones introducidas por la Ley 18/1991 de reforma del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, el artículo 16 de la Ley 61/1978 permitió un 
mecanismo intermedio de ajuste bilateral cuando éste procediese de los 

 
19 “No obstante lo dispuesto en los números anteriores, cuando se trate de operaciones entre sociedades 
vinculadas, su valoración a efectos de este Impuesto se realizará de conformidad con los precios que serían 
acordados en condiciones normales de mercado entre sociedades independientes”. 



contribuyentes e introdujo un mecanismo unilateral en los supuestos en que 
actuase la Administración Tributaria20. 

4.1.3. Ley 43/1995 

El artículo 16 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre 
Sociedades establecía que “La Administración tributaria podrá valorar por su 
valor normal de mercado las operaciones efectuadas entre personas o entidades 
vinculadas”.  

Se trataba de una potestad reglada, por la cual la Administración Tributaria 
estaba facultada a valorar obligatoriamente por su valor de mercado operaciones 
que contablemente figuraban con otro valor. Sin embargo, la potestad era 
condicional, estando supeditada a que las valoraciones convenidas hubieran 
determinado, considerando el conjunto de las personas o entidades vinculadas, 
una tributación en España inferior a la que hubiera correspondido por aplicación 
del valor normal de mercado o un diferimiento de dicha tributación. Es decir, 
quedaba excluida la posibilidad de realizar ajustes negativos (menor ingreso o 
mayor gasto), por lo que el principio de plena competencia no quedaba 
totalmente acogido en la normativa interna.  

El sujeto pasivo no debía realizar ningún ajuste extracontable al valor convenido 
(aunque considerara que dicho valor era distinto del de mercado) sino esperar el 
ajuste administrativo, en su caso.  

La Ley 43/1995 carecía de un régimen sancionador específico, dado que la 
entidad no podía corregir los valores convenidos y sólo la Administración 
tributaria podía hacerlo, sin que existiese una norma mercantil o contable que 
obligase a convenir las operaciones a valor de mercado.  

Al incorporar la norma una facultad de valoración sólo a disposición de la 
Administración tampoco incorporaba una norma específica sobre la carga de la 
prueba para la realización de la corrección del valor, por lo que correspondía a 
la Administración aportar los medios de prueba que acreditasen que los valores 
convenidos no se correspondían con los valores de mercado.  

La Ley 43/1995 preveía el ajuste bilateral en las operaciones vinculadas entre 
residentes, dado que no permitía la tributación en este impuesto o en el IRPF, en 
su caso, de una renta superior a la efectivamente derivada de la operación para 
el conjunto de las entidades que la hubieran realizado.  

La Ley 43/1995 reproducía la mayoría de los métodos de las Directrices de la 
OCDE, estableciendo la aplicación preferente del método del precio libre 
comparable y, con carácter supletorio, del método del precio de reventa y el del 
coste incrementado, con ciertas modificaciones. Excepcionalmente, para los 
casos de inaplicabilidad de los métodos anteriores, se aceptaba la aplicación del 
precio derivado de la distribución del resultado conjunto de la operación de que 
se trate. La normativa española parecía excluir la posibilidad de aplicar el método 
del margen neto del conjunto de las operaciones.  

 
20 Se introdujo un segundo apartado que indicaban “Cuando la Administración deba proceder, fuera del 
plazo voluntario de declaración, a ajustar la valoración de las operaciones entre sociedades vinculadas, el 
ajuste no podrá suponer minoración de ingresos ni incremento de gastos o de costes para ninguna de las 
partes”. 



La Ley 43/1995 no contenía obligaciones de documentación de las operaciones 
entre las entidades vinculadas, pero sí exigía la aportación de esta 
documentación para el caso en que la entidad solicitase un acuerdo previo de 
valoración sobre precios de transferencia (artículo 19 del Reglamento del 
impuesto sobre sociedades (Real Decreto 537/1997, de 14 de abril)).  

La Ley 43/1995 reguló por primera vez la posibilidad de que la entidad solicitase 
un acuerdo previo de valoración sobre precios de transferencia, si bien tendría 
una validez durante solo 3 periodos impositivos prospectivos. 

4.1.4. Real Decreto Legislativo 4/2004  

El Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades mantuvo la redacción del 
artículo 16 de la Ley 43/1995 hasta su modificación por la Ley 36/2006. 

4.2. NORMATIVA POSTERIOR A LA REFORMA DE LA LEY 36/2006 
4.2.1. Ley 36/2006 

La Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude 
fiscal implicó un cambio radical en la regulación de los precios de transferencia 
en España, modificando de forma sustancial el artículo 16 del texto refundido de 
la Ley del Impuesto sobre Sociedades, que había sido aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo. 

Según la Exposición de Motivos, los objetivos eran:  

1) Acercar contabilidad y fiscalidad, de forma que se utilizase el mismo 
criterio de valoración. “En este sentido, el precio de adquisición por el cual 
han de registrarse contablemente estas operaciones debe 
corresponderse con el importe que sería acordado por personas o 
entidades independientes en condiciones de libre competencia, 
entendiendo por el mismo valor de mercado, si existe un mercado 
representativo o, en su defecto, el derivado de aplicar determinados 
modelos y técnicas de general aceptación y en armonía con el principio 
de prudencia. En definitiva, el régimen fiscal de las operaciones 
vinculadas recoge el mismo criterio de valoración que el establecido en el 
ámbito contable. En tal sentido, la Administración tributaria podrá corregir 
dicho valor contable cuando determine que el valor normal de mercado 
difiere del acordado por las personas o entidades vinculadas, con 
regulación de las consecuencias fiscales de la posible diferencia entre 
ambos valores”. 

2) Adaptar la legislación española al contexto internacional. “En particular, a 
las Directrices de la OCDE y al Foro Europeo sobre precios de 
transferencia, a cuya luz debe interpretarse la normativa modificada”. 

La Ley 36/2006 establecía la obligación de valorar las operaciones vinculadas 
por su valor normal de mercado.  

Se garantizaba el ajuste bilateral, ya que el artículo 16 establecía que la 
valoración administrativa no determinaría la tributación por este impuesto ni, en 
su caso, por el IRPF o por el IRNR, de una renta superior a la efectivamente 
derivada de la operación para el conjunto de las personas o entidades que 
hubieran realizado. Para efectuar la comparación se tendría en cuenta aquella 



parte de la renta que no se integrase en la base imponible por resultar de 
aplicación algún método de estimación objetiva.  

La Ley 36/2006 establecía, por primera vez, una obligación de documentación 
específica para las operaciones vinculadas.  

Asimismo, incorporaba, por primera vez, un régimen sancionador específico para 
operaciones vinculadas y regulaba el ajuste secundario.  

Respecto a los métodos de valoración, se establecía la preferencia por el método 
del precio libre comparable, el método del coste incrementado y el método del 
precio de reventa. Cuando debido a la complejidad o a la información relativa a 
las operaciones, no pudieran aplicarse adecuadamente los anteriores métodos, 
se podrían aplicar el método de la distribución del resultado o el método del 
margen neto del conjunto de las operaciones.  

Se establecía un nuevo procedimiento administrativo para la comprobación de 
los precios de transferencia.  

Por último, se flexibilizaron y potenciaron los Acuerdos Previos de Valoración 
(APAs) 

4.2.2. Ley 27/2014 

Ley 27/2014 de 27 de noviembre del Impuesto sobre Sociedades regula 
actualmente el impuesto sobre sociedades y dedica su artículo 18 a las 
operaciones vinculadas. No supone un cambio radical con respecto al artículo 
16 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, tras su 
modificación por la Ley 36/2006. No obstante, existen ciertas modificaciones y 
mejoras en base a la experiencia ganada y a las tendencias internacionales 
sobre la materia. 

El Preámbulo de la norma, además de recoger el valor interpretativo de las 
Directrices de la OCDE y de las Recomendaciones del Foro Conjunto de Precios 
de Transferencia de la Unión Europea, en la medida en que no contradigan 
expresamente lo señalado en el precepto que regula las operaciones vinculadas 
o su normativa de desarrollo, resume las principales novedades, estableciendo 
que: 

“En el ámbito de las operaciones vinculadas esta Ley presenta novedades 
en relación con la documentación específica a elaborar por las entidades 
afectadas, que tendrá un contenido simplificado para aquellas entidades 
o grupos de entidades cuyo importe neto de la cifra de negocios sea 
inferior a 45 millones de euros, y no será necesaria en relación con 
determinadas operaciones. 

También es novedosa la restricción del perímetro de vinculación, 
perímetro que fue escasamente alterado en la Ley 36/2006 y respecto del 
cual se ha puesto de manifiesto la necesidad creciente de restringir los 
supuestos de vinculación en el ámbito de la relación socio-sociedad, que 
queda fijado en el 25 por ciento de participación. 

Por otra parte, en relación con la propia metodología de valoración de las 
operaciones, se elimina la jerarquía de métodos que se contenía en la 
regulación anterior para determinar el valor de mercado de las 
operaciones vinculadas, admitiéndose, adicionalmente, con carácter 



subsidiario otros métodos y técnicas de valoración, siempre que respeten 
el principio de libre competencia. Asimismo, se establecen en esta Ley 
reglas específicas de valoración de las operaciones de los socios con las 
sociedades profesionales, ajustadas a la realidad económica. 

Por último, deben mencionarse la modificación del régimen sancionador, 
que se convierte en menos gravoso, y la estanqueidad de la valoración 
realizada conforme a esta regulación específica de las operaciones 
vinculadas con la valoración que se pudiera hacer en otros ámbitos, como 
pudiera ser el supuesto del valor en aduana”. 

Por tanto, las principales características del régimen de precios de transferencia 
en la norma vigente son: 

La norma actual ha eliminado la antigua jerarquía que existía en la redacción 
anterior a favor de los tres primeros métodos, denominados “métodos 
tradicionales”. Además, incorpora el principio del “mejor método”, estableciendo 
que, para la elección del método de valoración, se tendrá en cuenta, entre otras 
circunstancias, la naturaleza de la operación vinculada, la disponibilidad de la 
información fiable y el grado de comparabilidad entre las operaciones vinculadas 
y no vinculadas, de acuerdo con el artículo 16.7 del Reglamento del Impuesto 
sobre Sociedades. 

Los cinco métodos del artículo 18 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades 
coinciden con los métodos reconocidos en las Directrices de la OCDE. También 
se prevé que cuando no resulte posible aplicar los métodos anteriores, se podrán 
utilizar otros métodos y técnicas de valoración generalmente aceptados que 
respeten el principio de libre competencia. En este punto, el artículo 18 se 
adelantó formalmente a las Directrices de la OCDE, aunque también preveían la 
posibilidad de aplicar “otros métodos”. 

El artículo 18 apartado 10 tiene como principal novedad que, mientras que la 
normativa anterior se refería a correcciones valorativas, la norma actual se 
refiere sólo a correcciones, por lo que el ámbito de aplicación es más amplio y 
no se refiere sólo a cuestiones de valoración, superando una doctrina tradicional 
que entendía que el antiguo artículo 16 era sólo una norma valorativa. Esta idea 
queda reforzada en el Preámbulo del Reglamento del Impuesto sobre 
Sociedades que establece que en el Capítulo VI se actualiza el procedimiento de 
comprobación de las operaciones vinculadas, teniendo en cuenta que la misma 
no se circunscribe a un supuesto de valoración. 

En relación con la documentación, el nuevo Reglamento mantiene la distinción 
entre obligación del grupo (“máster file”) y obligación del obligado tributario (“local 
file”) a la que se refiere como “documentación específica” de precios de 
transferencia. La nueva ley incorpora una nueva obligación de información: el 
informe país por país (“country by country report”).  

Asimismo, para el ejercicio fiscal 2016 y siguientes, se mantiene la obligación de 
incluir cierta información relativa a operaciones con personas o entidades 
vinculadas en el modelo 232, si bien la presentación de este modelo, para las 
entidades cuyo periodo impositivo coincida con el año natural, es noviembre del 
año siguiente. Esta información, con anterioridad, se recogía en el propio modelo 
del impuesto sobre sociedades.  



La ley establece obligaciones simplificadas de información para grupos con un 
importe neto de la cifra de negocios inferior a 45 millones de euros, así como un 
documento normalizado aprobado por Orden del Ministro, cuando el importe neto 
de la cifra de negocios sea inferior a 10 millones de euros. 

La ley regula un régimen sancionador específico para las operaciones vinculadas 
derivado de la obligación de valorar a mercado y de llevar documentación 
específica de precios de transferencia. El régimen sancionador distingue según 
que la Administración tributaria realice correcciones o no en virtud del artículo 18. 
Las sanciones serán incompatibles con las que procedan, en su caso, por la 
aplicación de los artículos 191, 192, 193 o 195 de la Ley General Tributaria por 
la parte de las bases que hubiesen dado lugar a la corrección valorativa, es decir, 
aunque haya corrección de operaciones vinculadas, si se ha cumplido la 
obligación de documentar, no se exigirá sanción por falta de ingreso o similares. 
No obstante, las sanciones por infracción del régimen de operaciones vinculadas 
serán compatibles con la establecida por la resistencia, obstrucción, excusa o 
negativa a las actuaciones de la Administración tributaria en el artículo 203 de la 
Ley General Tributaria, por la desatención de los requerimientos realizados. La 
obligación relativa al suministro de la información del modelo 232 no está sujeta 
al régimen sancionador específico de las operaciones vinculadas, por lo que se 
aplicarán las normas generales de la Ley General Tributaria para el 
incumplimiento de las obligaciones de suministro de información. 

En materia de APAs, se establece que surtirán efectos por un periodo de hasta 
4 periodos impositivos de forma prospectiva, previéndose la posibilidad de 
aplicación retrospectiva, siempre que no hubiera prescrito el derecho de la 
Administración a determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación 
ni hubiese liquidación firme que recaiga sobre las operaciones objeto de solicitud. 

Se prevé también el ajuste secundario que no se aplicará cuando se proceda a 
la restitución patrimonial entre las personas o entidades vinculadas. 

Se elimina la tasación pericial contradictoria en el seno de las comprobaciones 
de valor de operaciones vinculadas. 

Por último, se consagra el principio de estanqueidad respecto al valor de 
mercado a efectos del impuesto sobre sociedades, del IRPF o del IRNR respecto 
de otros impuestos, salvo disposición expresa en contrario. De la misma manera, 
el valor a efectos de otros impuestos no producirá efectos respecto del valor de 
mercado de las operaciones entre personas o entidades vinculadas del impuesto 
sobre sociedades, del IRPF o del IRNR respecto de otros impuestos, salvo 
disposición expresa en contrario. 
 
5. RELACIÓN ENTRE LA NORMATIVA INTERNACIONAL Y LA NORMATIVA 

DOMÉSTICA 

Una cuestión que en el pasado suscitó bastante polémica y jurisprudencia en 
distinto sentido fue si para efectuar un ajuste primario, basta con la existencia de 
un artículo 9.1 en el correspondiente convenio o resulta necesaria la aplicación 
de una norma interna, es decir si la aplicación del principio de libre competencia 
sirve sólo para valorar o también para recalificar o desconocer las operaciones 
vinculadas tal y como se han estructurado por el contribuyente. Por ejemplo, si 
en un préstamo entre entidades vinculadas, se podría tan solo corregir el tipo de 
interés obtenido por el prestamista, en el caso de que no respondiera al principio 



de libre competencia, o también las condiciones asociadas al préstamo como el 
importe del préstamo. 

Esta cuestión puede entenderse superada en la medida en que el artículo 18 de 
la vigente ley 27/2014 del impuesto sobre sociedades dispone en su apartado 10 
que la Administración tributaria podrá comprobar las operaciones vinculadas “y 
efectuará, en su caso, las correcciones que procedan en los términos que se 
hubieran acordado entre partes independientes de acuerdo con el principio de 
libre competencia”. Las “correcciones” tienen un sentido amplio que comprenden 
no solo las correcciones valorativas a que se refiere el artículo 18.1 sino también 
otras clases de correcciones en las operaciones vinculadas que no sean 
conformes con los “términos” que se acordarían entre partes independientes de 
acuerdo con el principio de libre competencia. 

Con anterioridad a la Ley 27/2014, el artículo 16 apartado 2 del Real Decreto 
Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, establecía que la Administración tributaria 
podrá comprobar que las operaciones vinculadas “se han valorado por su valor 
normal de mercado y efectuará, en su caso, las correcciones valorativas que 
procedan respecto de las operaciones sujetas al impuesto sobre sociedades, 
impuesto sobre la renta de las personas físicas o al impuesto sobre la renta de 
no residentes que no hubieran sido valoradas por su valor normal de mercado”. 

La jurisprudencia se ha pronunciado sobre esta cuestión en casos previos a la 
Ley 27/2014. La sentencia del Tribunal Supremo de 18 de julio de 2012 (Rec. 
3779/2009 Caso BICC) confirmó la liquidación de la AEAT, pese a la crítica a la 
inspección por la potestad utilizada21. La sentencia del Tribunal Supremo, de 5 
de noviembre de 2020 (Rec. 3000/2018 Caso Sara Lee) también confirmó la 
liquidación inspectora22.  

No obstante, una sentencia de 31 de mayo de 2016 (Rec. 58/2015 Caso Peugeot 
Citröen) anuló la liquidación inspectora, porque desde un punto de vista jurídico, 
no se podía prescindir de operaciones efectivamente realizadas entre partes 
vinculadas a las que cabía atribuir un valor de mercado, acudiendo sin más a la 
aplicación directa del artículo 9 del convenio (…), por lo que resultaba necesario 
en este caso para efectuar esa recalificación, la aplicación de una cláusula 
general antiabuso interna. 

La jurisprudencia más reciente, sentencias del Tribunal Supremo de 29 de abril 
de 2025, 5 y 6 de mayo de 2025, cuestionan la intercambiabilidad de potestades 
de calificación, conflicto en la aplicación de la norma tributaria y simulación, aun 
cuando esta posición va más allá de los supuestos de precios de transferencia.  

 
21 “Ahora bien, el hecho de que la Administración no utilice por causas que desconocemos, y que resultan 
difíciles de comprender, las facultades más gravosas de que dispone, no puede impedir el uso de las 
facultades más livianas, el poder de calificación (…), además, naturalmente, de la que ofrecía el artículo 9 
del convenio, y cuya aplicación al asunto decidido no ofrece dudas”. 
22 “Así, habrá de aplicarse el artículo 16 del TRLIS cuando, sin cuestionarse ya la justificación de las 
operaciones concertadas entre entidades o personas que merezcan la consideración de “empresas 
asociadas”, lo único que sea materia de controversia sea la cuantificación o el valor, en términos de 
mercado, del objeto o precio de esas operaciones”. “Pero habrán de aplicarse otras normas internas cuando 
lo discutido respecto de esas operaciones no sea la cuantía de su objeto sino la justificación del negocio 
jurídico que las materialice, por exteriorizar este un único propósito de elusión fiscal y no estar justificado 
con circunstancias o hechos que revelen su lógica jurídica o económica. Y estas normas (…) podrán estar 
encarnadas por aquellas que regulan las potestades reconocidas por la LGT 2003 a la Administración en 
orden a lograr una recta aplicación de las normas tributarias, como son las relativas a la calificación, el 
conflicto en la aplicación de la norma tributaria y la simulación (artículos 13, 15 y 16 de este texto legal)”. 



6. VINCULACIÓN FISCAL 

En el MC OCDE no existe una definición de empresa asociada. Los comentarios 
se refieren a la participación directa o indirecta de una empresa en la dirección, 
control o capital de otra empresa. Pero dicha participación no se concreta en un 
determinado porcentaje de votos o de participación en el capital social, por lo 
que corresponde a la normativa interna su determinación, de acuerdo con el 
artículo 3.2 del MC OCDE. 

Del mismo modo, la definición de empresa a los efectos del artículo 9 se remite 
a la normativa interna. En el caso de España, se considera relevante la definición 
de actividad económica incluida en el artículo 2723 de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas (Ley 35/2006, de 28 de noviembre) 

La remisión a la normativa interna de los convenios para evitar la doble 
imposición firmados por España implica que la definición de empresa asociada 
pueda ser distinta en España y en el otro país firmante del convenio, lo cual 
puede suponer que una operación pueda ser considerada entre empresas 
asociadas en España pero no en el otro país, lo que determinaría la posible 
aplicación del artículo 9.1 en España, pero la imposible aplicación en el otro país 
al no darse uno de los presupuestos habilitantes para su aplicación: la existencia 
de una operación entre empresas vinculadas. 

6.1. SUPUESTOS DE VINCULACIÓN EN LA NORMATIVA TRIBUTARIA 
ESPAÑOLA 

El artículo 18.2 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades (Ley 27/2014, de 27 de 
noviembre) en vigor desde 2015 establece cinco categorías de vinculación: 

- Relaciones entre una entidad y sus socios o partícipes, directos o 
indirectos24 25 26. 

- Relaciones entre una entidad y los consejeros o administradores de esa 
entidad o de otra entidad cuando ambas pertenezcan al mismo grupo 
societario27 28 29. 

- Relaciones entre una sociedad y los cónyuges y familiares de los socios, 
partícipes, consejeros o administradores30. 

 
23 Se consideran rendimientos íntegros de actividades económicas aquellos que, procediendo del trabajo 
personal y del capital conjuntamente, o de uno solo de estos factores, supongan por parte del contribuyente 
la ordenación por cuenta propia de medios de producción y de recursos humanos o de uno de ambos, con 
la finalidad de intervenir en la producción o distribución de bienes o servicios. 
24 Artículo 18.2 a) LIS “Una entidad y sus socios o partícipes”. 
25 Artículo 18.2 f) LIS “Una entidad y otra entidad participada por la primera indirectamente en, al menos, 
el 25% del capital social o los fondos propios”. 
26 Artículo 18.2 primer apartado LIS “En los supuestos en los que la vinculación se defina en función de la 
relación de los socios o partícipes deberá ser igual o superior al 25%”. 
27 Artículo 18.2 b) LIS “Una entidad y sus consejeros o administradores, salvo en lo correspondiente a la 
retribución por el ejercicio de sus funciones”. 
28 Artículo 18.2 e) LIS “Una entidad y los consejeros o administradores de otra entidad, cuando ambas 
entidades pertenezcan a un grupo”. 
29 Artículo 18.2 primer apartado in fine LIS “La mención a los administradores incluirá a los de derecho y a 
los de hecho”. 
30 Artículo 18.2 c) LIS “Una entidad y los cónyuges o personas unidas por relaciones de parentesco, en 
línea directa o colateral, por consanguineidad o afinidad hasta el tercer grado de los socios o partícipes, 
consejeros o administradores”. 



- Relaciones entre entidades del mismo grupo societario31 32(relaciones 
verticales) o entre entidades participadas por unos mismos socios o por 
un grupo familiar33 (relaciones horizontales) 

- Relaciones entre una sociedad residente en España y sus 
establecimientos permanentes en el extranjero34. También por mandato 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta de No Residentes, relaciones entre 
un establecimiento permanente situado en España y su casa central 
ubicada en el extranjero, u otros establecimientos permanentes de la 
misma, españoles o extranjeros35. 

6.1.1. Una entidad y sus socios o partícipes 

El concepto de entidad es más amplio que el concepto de sociedad y la definición 
de socio incluye persona física y jurídica. 

El porcentaje de participación del socio o partícipe en la entidad se fijó con la Ley 
27/2014 en 25% cuando con anterioridad estaba fijado en el 5% (1%, si se 
trataba de una sociedad cotizada) lo cual implicaba un perímetro subjetivo de 
vinculación fiscal muy amplio y existían dudas sobre si un 5% en una sociedad 
no cotizada era un porcentaje relevante para la toma de decisiones en la entidad. 
El 25% es un porcentaje más alineado con países de nuestro entorno (si bien 
hay países que exigen un 50%) aplicándose dicho porcentaje a entidades 
cotizadas y no cotizadas por razones de simplificación normativa. 

El porcentaje de capital no se refiere a los derechos políticos asociados a la 
condición de socio. Por ejemplo, en el caso de acciones sin voto, existiría 
vinculación a partir del 25% de participación, aun cuando no se alcanzará el 25% 
de derechos de voto. Tampoco se tiene en cuenta la existencia de acciones 
propias, por lo que el porcentaje de capital ha de ser al menos el 25%, aun 
cuando el socio pudiera alcanzar el poder de decisión con un porcentaje de 
capital inferior.  

En el caso de usufructo de acciones, no existirá vinculación de la entidad con el 
usufructuario de las acciones o participaciones sino con el nudo propietario 
(quien suele ser el titular de los derechos políticos) 

6.1.2. Una entidad y sus consejeros o administradores 

La Ley 27/2014 excluyó de la vinculación la relación entre una entidad y sus 
consejeros o administradores, pero sólo a los efectos de la fijación de la 
retribución de estos. La razón, básicamente, se debe a la dificultada para 

 
31 Artículo 18.2 d) LIS “Dos entidades que pertenezcan al mismo grupo”. 
32 Artículo 18.2 segundo apartado LIS “Existe grupo cuando una entidad ostente o pueda ostentar el control 
de otra u otras según los criterios establecidos en el artículo 42 del Código de Comercio, con independencia 
de su residencia y de la obligación de formular cuentas anuales consolidadas”.  
33 Artículo 18.2 g) LIS “Dos entidades en las cuales los mismos socios, partícipes o sus cónyuges, o 
personas unidas por relaciones de parentesco, en línea directa o colateral, por consanguineidad o afinidad 
hasta el tercer grado, participen directa o indirectamente en, al menos, el 25% del capital social o los fondos 
propios” 
34 Artículo 18.2 h) LIS “Una entidad residente en territorio español y sus establecimientos permanentes en 
el extranjero”. 
35 Artículo 15.2 segundo apartado in fine LIRNR “En cualquier caso, se entenderá que existe vinculación 
entre un establecimiento permanente situado en territorio español con su casa central, con otros 
establecimientos permanentes de la mencionada casa central y con otras personas o entidades vinculadas 

a la casa central o sus establecimientos permanentes, ya estén situados en territorio español o en el 
extranjero”. 



encontrar comparables independientes (no vinculados) adecuados para 
determinar un valor de mercado a dicha retribución. 

La Ley del impuesto sobre sociedades hace referencia a administradores de 
derecho y, de hecho, aunque no define qué debe entenderse por un 
administrador de hecho. Dicha definición se encuentra en la normativa mercantil. 
La introducción del administrador de hecho se realizó a través de la Ley de 
Medidas de Prevención del Fraude Fiscal que también modificó la 
responsabilidad subsidiaria de los administradores, incluidos los de hecho. 

El artículo 236.3 de la Ley de Sociedades de Capital define el administrador de 
hecho como “la persona que en la realidad del tráfico desempeñe sin título, con 
un título nulo o extinguido, o con otro título, las funciones propias de 
administrador, como, en su caso, aquella bajo cuyas instrucciones actúen los 
administradores de la sociedad”. 

Cabe precisar que no hay vinculación fiscal entre una entidad y sus empleados. 
Es decir, las transacciones entre el director general de una entidad con contrato 
de alta dirección con esta entidad no serían operaciones vinculadas, salvo que 
el director general fuera también administrador o consejero o pudiera ser 
considerado administrador de hecho. 

6.1.3. Una entidad y los cónyuges o familiares de los socios o partícipes, 
consejeros o administradores 

Los socios o partícipes han de tener una participación mínima del 25% en la 
entidad y los administradores pueden serlo también de hecho. 

La Ley del impuesto sobre sociedades menciona a los cónyuges, pero no a las 
parejas de hecho, por lo que éstas no se encuentran dentro de los supuestos de 
vinculación fiscal. 

El parentesco es hasta el tercer grado, en línea directa (hijos, padres, abuelos, 
bisabuelos) o colateral (hermanos, tíos, sobrinos) por consanguineidad o 
afiliación (parentesco político). Es decir, el parentesco de cuarto grado como, por 
ejemplo, entre primos hermanos, no genera vinculación fiscal. 

6.1.4. Dos entidades que pertenezcan al mismo grupo mercantil 

La Ley del impuesto sobre sociedades se refiere al grupo mercantil, no al grupo 
fiscal. Puede existir vinculación con sociedades del mismo grupo mercantil, 
aunque sean no residentes en España. Obviamente, no es necesario que tengan 
participaciones unas entidades en las otras.  

El artículo 42 del Código de Comercio define grupo mercantil: 

“Toda sociedad dominante de un grupo de sociedades estará obligada a 
formular las cuentas anuales y el informe de gestión consolidados de la forma 
prevista en esta sección. Existe un grupo cuando una sociedad ostente o 
pueda ostentar, directa o indirectamente, el control de otra u otras. En 
particular, se presumirá que existe control cuando una sociedad, que se 
calificará como dominante, se encuentre en relación con otra sociedad, que 
se calificará como dependiente, en alguna de las siguientes situaciones: 

a) Posea la mayoría de los derechos de voto. 
b) Tenga facultad para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del 

órgano de administración. 



c) Pueda disponer, en virtud de acuerdos celebrados con terceros, de la 
mayoría de los derechos de voto. 

d) Haya designado con sus votos a la mayoría de los miembros del órgano 
de administración, que desempeñen su cargo en el momento en que 
deban formularse las cuentas consolidadas y durante los dos ejercicios 
inmediatamente anteriores. En particular, se presumirá esta circunstancia 
cuando la mayoría de los miembros del órgano de administración de la 
sociedad dominada sean miembros del órgano de administración de la 
sociedad dominante o de otra dominada por ésta. Este supuesto no dará 
lugar a la consolidación si la sociedad cuyos administradores han sido 
nombrados, está vinculada a otra en alguno de los casos previstos en las 
dos primeras letras de este apartado. 
A los efectos de este apartado, a los derechos de voto de la entidad 
dominante, se añadirán los que posea a través de otras sociedades 
dependientes o a través de personas que actúen en su propio nombre, 
pero por cuenta de la entidad dominante o de otras dependientes o de 
aquellos de los que se disponga concertadamente con cualquier otra 
persona”. 

El control puede ser directo o indirecto. 

6.1.5. Una entidad y los consejeros o administradores de otra entidad, cuando 
ambas pertenezcan a un grupo mercantil 

La pertenencia a un grupo del artículo 42 del Código de Comercio implica no solo 
la vinculación de las distintas entidades que lo forman sino también la vinculación 
de los consejeros o administradores, incluidos los de hecho, de cualquiera de las 
entidades con otra entidad del grupo mercantil. 

No obstante, ya no existe el supuesto de vinculación fiscal de una entidad con 
los socios o partícipes de otra entidad, cuando ambas pertenezcan a un grupo 
mercantil. Este supuesto se suprimió con la entrada en vigor en 2015 de la Ley 
27/2014. Aunque hasta la aprobación de la Ley 34/1995, de 21 de septiembre, 
extrañamente sí existió un supuesto de vinculación entre una entidad y el grupo 
familiar de los socios o partícipes de otra entidad pertenecientes ambas al mismo 
grupo. Existe, por tanto, una asimetría en perjuicio de los consejeros o 
administradores respecto de los socios o partícipes. 

6.1.6. Una entidad y otra entidad participada por la primera indirectamente en, 
al menos, el 25% del capital social o los fondos propios 

Existe vinculación fiscal cuando una entidad participa indirectamente en el capital 
social o los fondos propios de otra entidad, es decir no cabe participación 
indirecta de una persona física. La participación mínima indirecta ha de ser del 
25%. 

La Ley del impuesto sobre sociedades no se refiere a supuestos de participación 
mixta, es decir, participación directa e indirecta de una entidad, pero resultará 
lógico sumar ambas participaciones para determinar si se alcanza una 
participación de, al menos, el 25%. 

6.1.7. Dos entidades en las cuales los mismos socios, partícipes o su grupo 
familiar, participen directa o indirectamente en, al menos, el 25% del 
capital social o los fondos propios 



Si los mismos socios (personas físicas o jurídicas) o el mismo grupo familiar 
tienen una participación directa o indirecta en distintas entidades de, al menos, 
el 25%, las dos entidades estarán vinculadas fiscalmente. Este supuesto de 
vinculación fiscal se basaría en la idea de unidad de decisión. 

Se entiende por grupo familiar de los socios o partícipes sus cónyuges, o 
personas unidas por relaciones de parentesco, en línea directa o colateral, por 
consanguineidad o afinidad hasta el tercer grado. 

No obstante, no se establece supuesto de vinculación cuando el grupo familiar 
se refiere a los consejeros o administradores. En este caso, la asimetría es en 
perjuicio del grupo familiar de los socios o partícipes respecto del grupo familiar 
de los consejeros o administradores. 

Tampoco se establece vinculación fiscal cuando dos entidades son socias de 
una tercera entidad en, al menos, el 25%, es decir, no hay vinculación fiscal entre 
las dos entidades por esta razón. Tampoco existe vinculación entre dos 
administradores de una sociedad por este motivo. 

6.1.8. Una entidad residente en territorio español y sus establecimientos 
permanentes en el extranjero 

Es necesario recordar que un establecimiento permanente se considera una 
“empresa separada” de su casa central a los efectos de fiscalidad internacional. 
No obstante, un establecimiento permanente carece de personalidad jurídica por 
compartirla con su casa central. Por tanto, es lógico que las operaciones internas 
entre un establecimiento permanente y su casa central sean consideradas 
operaciones vinculadas. 

6.1.9. Una entidad no residente y sus establecimientos permanentes en territorio 
español 

Este supuesto de vinculación no se encuentra en la Ley del impuesto sobre 
sociedades sino en la LIRNR. Constituye el supuesto simétrico al comentado en 
el anterior punto.  
 
7. PRINCIPIO DE ESTANQUEIDAD TRIBUTARIA 
7.1. VALORACIÓN A EFECTOS DE LOS IMPUESTOS DIRECTOS 

El principio de estanqueidad tributaria supone que la vinculación establecida a 
los efectos del impuesto sobre sociedades no tiene por qué aplicar para otros 
impuestos. No obstante, en el ámbito del IRPF y del IRNR, el concepto de 
vinculación y sus consecuencias, a efectos de valoración de las operaciones, 
están coordinados.  

El artículo 41 de la LIRPF relativo a las operaciones vinculadas establece que “la 
valoración de las operaciones entre personas o entidades vinculadas se realizará 
por su valor normal de mercado en los términos previstos en el artículo 16 del 
TRLIS”, en la actualidad, dicha remisión debe entenderse referida al artículo 18 
de la LIS.  

El artículo 15.2 del TRLIRNR indica que “A las operaciones realizadas por 
contribuyentes por este Impuesto con personas o entidades vinculadas a ellos 
les serán de aplicación las disposiciones del artículo 16 del Texto Refundido de 
la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
4/2004, de 5 de marzo. A estos efectos, se considerarán personas o entidades 



vinculadas las mencionadas en el artículo 16.3 del Texto Refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, 
de 5 de marzo”. En la actualidad, dicha remisión debe entenderse también 
realizada al artículo 18 de la LIS.  

7.2.  VALORACIÓN A EFECTOS DEL IVA 

En el ámbito del IVA, la base imponible no siempre se ajusta al valor de mercado. 
Según el artículo 79.5 de la Ley del IVA, el valor de mercado solo se aplica 
cuando un valor distinto genera ventajas para las partes involucradas. El caso 
más claro es cuando el destinatario de la operación no puede deducir el IVA y la 
contraprestación es inferior al valor de mercado. También cuando el empresario 
o profesional que realice la entrega de bienes o prestación de servicios determine 
sus deducciones aplicando la regla de la prorrata y, tratándose de una operación 
que no genere derecho a la deducción, la contraprestación convenida sea inferior 
al valor normal de mercado. O bien en este mismo caso de aplicación de la regla 
de la prorrata, tratándose de una operación que genere derecho a la deducción, 
la contraprestación pactada sea superior al valor normal de mercado. 

Se entiende por valor normal de mercado aquel que, para adquirir los bienes o 
servicios en cuestión en ese mismo momento, un destinatario, en la misma fase 
de comercialización en la que se efectúe la entrega de bienes o prestación de 
servicios, debería pagar en condiciones de libre competencia a un proveedor 
independiente. Cuando no exista entrega de bienes o prestación de servicios 
comparable, se entenderá por valor de mercado, si se trata de entregas de 
bienes, un importe igual o superior al precio de adquisición de dichos bienes o 
bienes similares o, a falta de precio de compra, a su precio de coste, determinado 
en el momento de su entrega; en tanto que, si se trata de prestaciones de 
servicios, la totalidad de los costes que su prestación le suponga al empresario 
o profesional. 

La definición de vinculación es distinta que en el impuesto sobre sociedades. Por 
ejemplo, en el IVA existe vinculación entre el sujeto pasivo y las personas ligadas 
a él por relaciones de carácter laboral o administrativo, y entre el sujeto pasivo y 
su cónyuge o sus parientes consanguíneos hasta el tercer grado, inclusive. 
Además, en el IVA se incluyen las relaciones entre una entidad con sus socios, 
asociados, miembros o partícipes para cualquier porcentaje de participación 
(incluso inferior al 25%). 

El Tribunal Supremo en su sentencia de 3 de junio de 2010 (Rec. 2268/2005) 
confirmó la autonomía de las normas valorativas del IVA y del impuesto sobre 
sociedades. 

“Se ha de reparar en que las normas del impuesto sobre sociedades que 
disponen la valoración de los negocios entre entidades vinculadas 
establecen criterios distintos de los previstos en la legislación del 
impuesto sobre el valor añadido para apreciar esas mismas operaciones. 
Esta disparidad responde a la finalidad diversa de ambos tributos. 

(…) 

Así las cosas, no puede actuar la doctrina de los actos propios porque la 
Administración no estaba obligada a tasar la operación de igual forma 
para el impuesto sobre sociedades y para el que grava el valor añadido.  



(…) 

El principio de estanqueidad de los tributos, que emanó del artículo 9.1.b) 
de la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria (…) nos impide 
llegar en este litigio a distinta solución”. 

7.3. VALORACIÓN A EFECTOS DE LA RENTA DE ADUANAS 

Los métodos de valoración en aduanas según el Acuerdo de la OMC son seis 
que deben aplicarse según el orden de prelación con el que se enumeran (salvo 
el cuarto y el quinto cuyo orden pude ser alterado a petición del importador). La 
aplicación de estos métodos puede llevar a valores divergentes respecto de los 
obtenidos aplicando los métodos previstos a efectos del impuesto sobre 
sociedades. 

Esto unido a que el despacho a libre práctica de las mercancías origina un 
devengo instantáneo de la deuda aduanera, sin referencia a ningún periodo 
impositivo, a diferencia del impuesto sobre sociedades, hace que las 
valoraciones dadas por la política de precios de transferencia y la valoración 
aduanera sean difícilmente integrables. 

No obstante, el Tribunal Supremo en una serie de sentencias dictadas en el caso 
Coca Cola (por ejemplo, Sentencia del Tribunal Supremo de 30 de noviembre de 
2009, Rec. 3582/2003) concluyó que, en esencia, ambas valoraciones tenían el 
mismo objetivo. 

“Ambos bloques normativos, cuando se trata de operaciones entre partes 
vinculadas, conducen al mismo puerto, pues, por uno u otro cauce, 
quieren que el montante de la operación se determine en función a los 
precios normales en un entorno competitivo. Las reflexiones anteriores 
evidencian que en los dos supuestos (renta de aduanas cuando no se 
acepta el valor declarado e impuesto sobre sociedades para precios de 
transferencia) el legislador quiso que la transacción se valorase conforme 
al valor corriente en el mercado entre operadores independientes o, si se 
quiere, no vinculados. 

Así las cosas, principios básicos de nuestro sistema jurídico, como el que 
nadie -tampoco la Administración- puede ir contra sus propios actos, de 
modo que conducido de una determinada manera su autor crea en los 
destinatarios una suerte de confianza de que no lo hará en el futuro 
contradiciéndose, reflexión que trae a primer plano la idea fundamental de 
seguridad jurídica (artículo 9.3 de la Constitución), apuntalan la tesis de 
Refrescos y Envasados SA, pues no resulta admisible que la Hacienda 
tase el contenido de un mismo negocio de forma divergente según el 
tributo de que se trate cuando las normativas aplicables piden en ambos 
casos la aplicación de los mismos parámetros de valoración”. 

En aduanas, la definición de vinculación también es distinta que en el impuesto 
sobre sociedades. 

7.4. MODIFICACIÓN DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES 

Finalmente, con el fin de reforzar el principio de estanqueidad, la Ley 27/2014, 
de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades incluyó un nuevo apartado 
14 en el artículo 18: 



“14. El valor de mercado a efectos de este Impuesto, del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas o del Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes, no producirá efectos respecto a otros impuestos, salvo 
disposición expresa en contrario. Asimismo, el valor a efectos de otros 
impuestos no producirá efectos respecto del valor de mercado de las 
operaciones entre personas o entidades vinculadas de este Impuesto, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o del Impuesto sobre la 
Renta de no Residentes, no producirá efectos respecto a otros impuestos, 
salvo disposición expresa en contrario”. 

En la exposición de Motivos de la ley se menciona expresamente: “Por último, 
debe mencionarse la modificación (…) y la estanqueidad de la valoración 
realizada conforme a esta regulación específica de las operaciones vinculadas 
con la valoración que se pudiera hacer en otros ámbitos, como pudiera ser el 
supuesto del valor en aduana”. 
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